TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / OBJECIÓN A PROYECTO DE ACUERDO MUNICIPAL / COMPETENCIA CONCURRENTE ENTRE LA NACIÓN Y MUNICIPIO EN ASUNTOS MINERO-ENERGÉTICOS / VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA TERRITORIAL – No configuración / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
[El problema jurídico] [c]onsiste en determinar si el Tribunal Administrativo del Tolima, al proferir sentencia de 22 de marzo de 2018, incurrió en los defectos alegados por la parte actora, al declarar fundada la objeción propuesta por el alcalde de Armero Guayabal, sobre el Acuerdo municipal nro. 12 de 2017. (…) De la decisión judicial cuestionada, se advierte que se respetó el principio de autonomía de las entidades territoriales para determinar el uso del suelo, pero aclaró que era una función que debía ejercerse de forma coordinada y concurrente de otras autoridades nacionales, ambientales y del ejecutivo municipal. Como fundamento de la decisión, la autoridad judicial señaló entre otros los artículos 288 , 311  y 313-7  de la Constitución Política, mandatos Constitucionales que por lo menos, lleva a la conclusión que la restricción y regulación de actividades como la explotación de hidrocarburos escapa a la competencia excluyente de un municipio y que, por el contrario, requiere de la coordinación y articulación de las autoridades locales y nacionales, razón por la que, la Sala estima que la interpretación hecha por el Tribunal demandado es razonable. (…) Luego la interpretación hecha por el Tribunal demandado, además de encontrarse razonable, sigue el criterio jurisprudencial de la Corte Constitucional, sobre el deber de coordinación que debe existir entre entidades nacionales y territoriales para la adopción de decisiones relacionadas con la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo. En el sub lite, no se advierte entonces que el Tribunal Administrativo del Tolima haya adoptado una decisión arbitraria o caprichosa, ni trasgresoras de los derechos fundamentales cuyo amparo aquí se reclama, luego, corresponde a la Sala negar el amparo solicitado.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA
CONSEJERO PONENTE: MILTON CHAVES GARCÍA

Bogotá, D.C., cinco (5) de diciembre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-01270-00(AC)

Actor: DERLY MILENA GONZÁLEZ OSORIO Y OTROS

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA
Decide la Sala la acción de tutela presentada por la señora Derly Milena González Osorio y otros, contra el Tribunal Administrativo del Tolima, de conformidad con lo establecido en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000. 

ANTECEDENTES
1. Pretensiones
La señora Derly Milena González Osorio y otros, ejerció acción de tutela contra la citada autoridad, por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso. En consecuencia, formuló las siguientes pretensiones:
“(…)Se orden (sic) al Tribunal que se declare la validez del Acuerdo No. 12 de 2017 (Noviembre 28) ”POR  MEDIO DEL CUAL SE APOYA Y FORTALECE EL MEJORAMIENTO ECONÓMICO Y SOCIAL DE LOS HABITANTES DEL MUNICIPIO DE ARMERO GUAYABAL – TOLIMA CON EMPRESAS PRIVADAS AGROPECUARIAS, INDUSTRIALES, MINERAS, ETC., EN CONSONANCIA CON LA LEY DE PROTECCIÓN AMBIENTAL Y CON OBSERVANCIA DE LA LEY Y LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” por las consideraciones expuestas, y como consciencia de ello se declaren infundadas la (sic) objeciones por inconstitucionalidad e ilegalidad presentadas por el Alcalde Municipal de Armero Guayabal – Tolima (…).”

3. Hechos 
Se advierten como hechos relevantes, los siguientes:

3.1. El Concejo Municipal de Armero Guayabal – Tolima, aprobó el proyecto de Acuerdo Municipal nro. 12 de 2017, el cual estableció ”Autorizar en el Municipio de Armero – Guayabal – Tolima la viabilidad de realizar actividades y trabajos de empresas agropecuarias, industriales y minera, de conformidad con lo dispuesto en los (sic) consideraciones del presente acuerdo, para el mejoramiento económico y social de los habitantes de Armero Guayabal, conforme a las consideraciones expuestas”. 

3.2. Mediante Oficio nro. CMAG139 de 1 de diciembre de 2017, dicho acuerdo fue remitido al despacho del Alcalde Municipal para su sanción y publicación. Sin embargo, ese funcionario objetó el acuerdo, con el argumento de que las autorizaciones en asuntos mineros corresponden al Ministerio de Minas y Energía y a la Agencia Nacional de Minería, que son las llamadas a conceder el derecho a explorar y explotar los recursos naturales. 

3.3. En sesión extraordinaria de 16 de diciembre de 2017, las objeciones propuestas por el alcalde fueron rechazadas por el concejo municipal y través de oficio CMAG-148 de 18 de diciembre de 2017, se devolvió el proyecto al alcalde para su respectiva sanción y firma.

3.4. El 11 de enero de 2018, el citado funcionario interpuso demanda de única instancia, en el que solicitó declarar fundadas las objeciones propuestas contra el referido proyecto de acuerdo. 

3.5. El proceso correspondió por competencia al Tribunal Administrativo del Tolima que, mediante sentencia de 22 de marzo de 2018, declaró fundada la objeción por violación de las normas en que debía fundarse y como consecuencia, ordenó el archivo definitivo del proyecto de Acuerdo No. 12 de 2017.

4. Argumentos de la tutela
A juicio de la parte actora, la providencia proferida por la autoridad demandada afecta a la comunidad de Armero Guayabal al impedir el desarrollo económico y social de la región.

Acusa que la decisión que se expidió carece de motivación, pues la autoridad judicial expuso razones de inconveniencia, las cuales estudió el concejo municipal en su oportunidad, por ser de su competencia y las razones jurídicas que plantea son incoherentes y no se aplican al caso.

Expresó que la citada autoridad incurrió en un defecto sustantivo por la indebida interpretación de las normas que rigen la materia, debido a que lo pretendido con la implementación del acuerdo era fortalecer el mejoramiento económico y social para los habitantes del municipio de Armero con intervención de empresas privadas, lo que de ninguna manera puede entenderse como una reglamentación del uso del suelo, pues no se establecieron zonas ni predios específicos, ni se modificó el plan de ordenamiento o el plan de desarrollo territorial, tampoco el nacional. 

5. Trámite Previo

Mediante auto de 27 de abril de 2018, se admitió la acción de tutela y se ordenó notificar a las partes, al Alcalde Municipal de Armero Guayabal, a la Nación – Ministerio de Minas y Energía y al señor Luis Eduardo Montoya Medina, como terceros con interés en las resultas del proceso, a quienes se les remitió copia de la demanda y se les instó a rendir informe sobre los hechos objeto de la presente acción.
 

6. Intervenciones

6.1. Tribunal Administrativo del Tolima

La magistrada ponente de la decisión acusada señaló que los accionantes carecen de legitimación en la causa para interponer la presente acción, debido a que no participaron en el juicio objeto de reproche, en el que se estudió la legalidad del proyecto de Acuerdo Municipal nro. 12 de 2017, de conformidad con los cargos alegados por el Alcalde Municipal de Armero Guayabal, los cuales fueron coadyuvados por el señor Eduardo Montoya Medina.

Indicó que en la sentencia cuestionada se expusieron de manera clara los fundamentos de hecho y derecho que fundamentaron la decisión, y se acudió a la jurisprudencia que rige el asunto, estudio a partir del cual se concluyó que de conformidad con lo previsto en el artículo 288 de la Constitución Política, las competencias atribuidas a distintos niveles territoriales deben ser ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, los cuales también son aplicables al ordenamiento territorial, a los planes de desarrollo y a la reglamentación del suelo, específicamente en relación con la minería.

Señaló que el citado acuerdo fue adoptado por el Concejo Municipal en forma aislada, esto es, sin la concurrencia de las autoridades nacionales, autoridades ambientales, ni del ejecutivo municipal. Tampoco se tuvo en cuenta el plan de desarrollo municipal ni el de ordenamiento territorial, por tanto, ante la violación de normas superiores, prosperó la objeción propuesta por el Alcalde Municipal.

Precisó que aunque los artículos 311 y 313 a 317 de la Constitución Política le otorgaron a las autoridades territoriales autonomía y competencia para reglamentar el uso del suelo en su territorio, dicha potestad debe atender a los principios de coordinación y concurrencia que debe existir entre las distintas autoridades del orden nacional y local sobre esa materia, de conformidad con los lineamientos expuestos por la Corte Constitucional en Sentencias C – 149 de 2010 y C - 123 de 2014.

Precisó además que, dentro del proceso de objeción los aquí accionantes tuvieron diez (10) días para intervenir con el fin de defender o impugnar la constitucionalidad o legalidad del acuerdo, pese a ello, no hicieron uso de esa facultad. 

6.2. Ministerio de Minas y Energía

La apoderada de la cartera ministerial, luego de hacer un extenso recuento de la normativa y jurisprudencia relacionada con el desarrollo de la actividad minera a nivel nacional y territorial, solicitó proferir una decisión conforme al marco normativo aplicable y de conformidad con la importancia de la actividad minera del país.

6.3. Señor Luis Eduardo Montoya Medina, como tercero interviniente en el proceso cuestionado, solicitó negar la acción de tutela formulada al considerar que las actuaciones del tribunal demandado se encuentran ajustadas a derecho.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Cuestión previa

En el caso bajo examen, el Tribunal demandado expresó que la parte accionante carece de legitimación en la causa por activa debido a que no hizo parte dentro del proceso judicial en el que se estudiaron las objeciones formuladas por el Alcalde Municipal de Armero Guayabal - Tolima.

Al respecto, se debe indicar que, el inciso primero artículo 86 de la Constitución Política establece que toda persona, sin necesidad de ninguna cualificación especial como la de ser abogado, podrá ejercer la acción de tutela en nombre propio o mediante apoderado para obtener la protección inmediata de sus derechos fundamentales.

Sin embargo, la citada regla impone que el accionante de tutela debe estar legitimado en la causa por activa, en la medida que únicamente podrá ejercer esta acción constitucional ante la vulneración de sus propios derechos fundamentales, sin perjuicio de la agencia oficiosa de derechos descrita en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991.

Además, esta Sección ha considerado que en los eventos en que se presenta una tutela contra providencia judicial, quien la interpone debió ser parte del proceso o, a pesar de no serlo, acreditar la vulneración de sus derechos fundamentales por las órdenes o determinaciones adoptadas en la providencia objeto de controversia
. 

En el presente asunto algunos accionantes, esto es, los señores Derly Milena González Osorio, Fondinson Alberto Rubio Espinoza, Luis Enrique Mora Ramírez y Luis Alberto Venicio Rada, manifestaron que son Concejales del municipio de Armero – Guayabal y los señores Jorge Armando Herrera Lozano y Alba Rosa Osorio de González, aducen ser residentes del municipio de Armero Guayabal, pero dentro del expediente no obra prueba de la calidad de esas personas. 

Ahora bien, en el presente asunto algunos accionantes, esto es, los señores Jorge Armando Herrera Lozano y Alba Rosa Osorio de González, manifestaron que hicieron parte dentro del referido proceso, sin embargo, esa situación no fue acreditada.

Para el asunto, se evidencia que el caso objeto de controversia judicial fue el proyecto de Acuerdo Municipal nro. 12 de 2017 aprobado por el Concejo Municipal del Armero Guayabal, del que conoció el Tribunal Administrativo del Tolima.

A pesar de lo anterior, la referida manifestación guarda consonancia con la providencia de 22 de marzo de 2018, mediante la que el referido tribunal decidió sobre las mencionadas objeciones, pues de su contenido se evidencia que dentro de los intervinientes en el proceso se encuentra un “Grupo de residentes del Municipio de Armero Guayabal”, y aunque no se hace mención específica de los nombres de los mismos, se tendrá por cierta la afirmación de los referidos señores, en aplicación del principio de celeridad de las actuaciones judiciales y en garantía derecho al acceso a la administración de justicia. 

Frente a los demás accionantes, esto es, los señores Derly Milena González Osorio, Fondinson Alberto Rubio Espinoza, Luis Enrique Mora Ramírez y Luis Alberto Venicio Rada Rodríguez, se observa que éstos manifestaron tener la calidad del Concejales del Municipio de Armero Guayabal – Tolima, pero esta no fue acreditada en el expediente.  Sin embargo, en la página web del Concejo Municipal de Armero Guayabal consta que esas personas son actualmente los concejales del ente territorial
.

Acreditada la legitimación en la causa por activa de los accionantes, la Sala procederá a hacer el estudio de fondo de la solicitud de amparo.

1. La acción de tutela – generalidades

La acción de tutela está consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, que en el artículo 1° establece: 

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuandoquiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señala este decreto.” 

Esta acción procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En el presente caso, la actora pretende la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad, que consideran vulnerados con las sentencias del 15 de julio de 2016 y 20 de enero 2017, proferidas por el Juzgado Tercero Administrativo Oral de Ibagué y el Tribunal Administrativo del Tolima, respectivamente. 

A la Sala le corresponde estudiar si las autoridades judiciales demandadas con sus actuaciones vulneraron los derechos fundamentales invocados por la actora. 

2. Acción de tutela contra providencias judiciales

En cuanto a la acción de tutela como mecanismo para controvertir providencias judiciales, se precisa que, de manera excepcionalísima, se ha aceptado la procedencia cuando se advierte la afectación manifiesta y grosera de los derechos constitucionales fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso e igualdad.

Ahora bien, sin perder de vista que la acción de tutela es, ante todo, un mecanismo de protección previsto de manera residual y subsidiaria por el ordenamiento jurídico, que en su conjunto está precisamente diseñado para garantizar los derechos fundamentales constitucionales, la Sala adecuó su posición respecto de la improcedencia de esta acción contra providencias judiciales y acogió el criterio de la procedencia excepcional.

En el mismo sentido, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo en sentencia de 31 de julio de 2012, expediente número 2009-01328-01, aceptó la procedencia de la tutela contra providencia judicial, en los siguientes términos:

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente. En consecuencia, en la parte resolutiva, se declarará la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.” 

(Subraya la Sala)

Aún más, la Sala Plena de esta Corporación, en sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, aceptó que la acción de tutela es procedente para cuestionar providencias judiciales dictadas por los órganos judiciales de cierre (Consejo de Estado, Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura), pues, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, ese mecanismo puede ejercerse contra “cualquier autoridad pública”.

Hechas estas precisiones acerca de la excepcionalísima procedencia de la tutela contra providencias judiciales, la Sala adoptará la metodología aplicada por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para estudiar si, en un caso concreto, procede o no el amparo solicitado. 

En esa sentencia la Corte Constitucional precisó que las causales genéricas de procedibilidad o requisitos generales de procedencia de la tutela contra providencia judicial son:


“(…) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional;

(i) Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio ius fundamental irremediable; 

(ii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez; (Negrilla fuera del texto)

(iii) Cuando se trate de una irregularidad procesal ésta debe tener un efecto determinante en la sentencia que se impugna y afectar los derechos fundamentales de la parte actora; 

(iv) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos que se transgredieron y que tal vulneración hubiere sido alegada en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible y

(v) Que no se trate de sentencias de tutela (…).”

Una vez agotado el estudio de estos requisitos, y, siempre y cuando se constate el cumplimiento de todos, es necesario determinar la existencia de por lo menos alguna de las causales especiales de procedibilidad, es decir, que la providencia controvertida haya incurrido en: a) defecto orgánico, b) defecto procedimental absoluto, c) defecto fáctico, d) defecto material o sustantivo, e) error inducido, f) decisión sin motivación, g) desconocimiento del precedente constitucional que establece el alcance de un derecho fundamental y h) violación directa de la Constitución.

3. Planteamiento del problema jurídico

Consiste en determinar si el Tribunal Administrativo del Tolima, al proferir sentencia de 22 de marzo de 2018, incurrió en los defectos alegados por la parte actora, al declarar fundada la objeción propuesta por el alcalde de Armero Guayabal, sobre el Acuerdo municipal nro. 12 de 2017.

4. Defecto sustantivo

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que una providencia judicial adolece que un defecto sustantivo en los siguientes casos: 


“(…) Cuando la norma aplicable al caso es claramente inadvertida o no tenida en cuenta por el fallador,

(i) Cuando a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes (irrazonable o desproporcionada), y, finalmente,

(ii) Cuando el fallador desconoce las sentencias con efectos erga omnes tanto de la jurisdicción constitucional como de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, cuyos precedentes se ubican en el mismo rango de la norma sobre la que pesa la cosa juzgada respectiva.”

5. La solución del caso concreto

Mediante el ejercicio de la presente acción la señora Derly Milena González y otros concejales del municipio de Armero Guayabal, pretenden que se revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima y que en su lugar, se profiera una decisión con base en la normativa relacionada con la autonomía de los concejos municipales para regular el uso del suelo en los entes territoriales.
Al respecto, se evidencia que mediante Sentencia de 22 de marzo de 2017, el Tribunal Administrativo del Tolima, expresó:

“(…) Bajo este entendido, no hay duda de que la Constitución Política (artículos 311 y 313-7) otorgó a las entidades territoriales autonomía y competencia para reglamentar el uso del suelo en su territorio, determinando la actividad minera, agrícola o industrial que pueda ser desarrollada en su jurisdicción. No obstante, considera la Sala que tales competencias no pueden ser desarrolladas de forma aislada por parte de los Concejos municipales, pues es claro que la reglamentación de los usos del suelo, específicamente en materia minera debe atender los principios de coordinación y concurrencia que debe existir entre las distintas autoridades del orden nacional, ambiental y local que intervienen en dicha materia, así mismo la comunidad en la toma de decisiones.

Específicamente, debe tenerse en cuenta que pese a que los proyectos de reglamentación de los usos del suelo no requieren iniciativa privativa de los alcaldes en su formulación, lo cierto es que tales discusiones no pueden aislarse o tomarse sin la concurrencia del Ejecutivo territorial, en la medida que tales proyectos tienen incidencia directa en el plan de desarrollo económico y social y el plan de ordenamiento territorial de los entes territoriales, los cuales si son de competencia privativa de los mandatarios municipales y necesitan previa autorización.

En efecto, de acuerdo con la normatividad antes esbozada, tiene sentido que los planes de desarrollo municipal y el ordenamiento del territorio sea de competencia privativa de los alcaldes, pues los mismos deben corresponder a su plan de gobierno. Además, debe tenerse en cuenta que la Ley 388 de 1997, estableció en su artículo 6 como uno de los objetivos del ordenamiento territorial la definición de estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del suelo, en función de los objetivos económicos, sociales, urbanísticos y ambientales, atribución que igualmente denota que la reglamentación de los usos del suelo no puede adoptarse por los Concejos municipales de forma aislada a las disposiciones previamente establecidas para el ordenamiento territorial. (…)

Corolario de lo anterior, teniendo en cuenta que el artículo 288 de la Constitución Política señala que las competencias atribuidas a distintos niveles territoriales debe ser ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, principios igualmente aplicables al ordenamiento territorial, planes de desarrollo y reglamentación del suelo, específicamente en relación con la minería, y como quiera que en el presente caso el Acuerdo No. 012 de 2017 fue adoptado por el Concejo municipal de forma aislada, sin la concurrencia de las autoridades nacionales, autoridades ambientales, ni del ejecutivo municipal, sin tener en cuenta tampoco el plan de desarrollo municipal y el plan de ordenamiento territorial, es claro que debe prosperar la objeción del proyecto de acuerdo referido por el cargo de infracción de normas superiores, más no por falta de competencia, pues como se vio, la misma si está atribuida al Concejo municipal en materia de reglamentación del suelo. 

En ese punto quiere recalcar la Sala, que pese a que el referido proyecto de acuerdo recuerda el Plan Nacional de Desarrollo y las correspondientes competencias definidas a las entidades nacionales y autoridades ambientales, esa simple mención no efectiviza los principios de concurrencia y coordinación dentro del ordenamiento territorial, específicamente con la actividad minera, y mucho menos la participación de la comunidad en tales decisiones, máxime cuando en el mismo no se hace referencia a los planes de desarrollo social, económico y al plan de ordenamiento territorial. Con ello no se pretende anular la incontrovertible realidad de la minería como motor de desarrollo económico y social del País, ni las competencias fijadas para ello, sin embargo es claro que tales determinaciones deben adoptarse con la concurrencia de otras autoridades y estamentos gubernamentales, con la finalidad de democratizar el ejercicio de tales atribuciones (…)” 

De lo anterior, se advierte que el argumento principal de la autoridad judicial para declarar fundada las objeciones propuestas por el alcalde del municipio de Armero Guayabal al proyecto de Acuerdo nro. 012 de 2017, fue el hecho de que no se hubieran vinculado a otras autoridades, que considera indispensables para democratizar las atribuciones en la regulación del suelo.

De la decisión judicial cuestionada, se advierte que se respetó el principio de autonomía de las entidades territoriales para determinar el uso del suelo, pero aclaró que era una función que debía ejercerse de forma coordinada y concurrente de otras autoridades nacionales, ambientales y del ejecutivo municipal.

Como fundamento de la decisión, la autoridad judicial señaló entre otros los artículos 288
, 311
 y 313-7
 de la Constitución Política, mandatos Constitucionales que por lo menos, lleva a la conclusión que la restricción y regulación de actividades como la explotación de hidrocarburos escapa a la competencia excluyente de un municipio y que, por el contrario, requiere de la coordinación y articulación de las autoridades locales y nacionales, razón por la que, la Sala estima que la interpretación hecha por el Tribunal demandado es razonable.

Es necesario recordar que la labor interpretativa que realizan los jueces constituye una manifestación del principio de la autonomía funcional, en virtud de cual pueden de forma libre e independiente interpretar la normativa sustancial o procesal y valorar las pruebas, siempre y cuando en sus razonamientos no se demuestre una flagrante contradicción con los mandatos legales o con los hechos que resultan probados en el proceso.

Además, debe tenerse en cuenta, que la simple discrepancia sobre la interpretación que pueda surgir en el debate jurídico en un caso no puede constituir por sí misma una irregularidad o defecto que amerite infirmar la decisión judicial mediante acción de tutela. Ello debido a que, de proceder así, implicaría “admitir la superioridad en el criterio valorativo del juez constitucional respecto del juez ordinario, con clara restricción del principio de autonomía judicial. Cuando se está frente a interpretaciones diversas y razonables, el juez del conocimiento debe establecer, siguiendo la sana crítica, cuál es la que mejor se ajusta al caso analizado.”

La Corte Constitucional, en reciente sentencia SU-095 de 2018, precisó que las decisiones relacionadas con la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo, debían ser adoptadas de manera concurrente y coordinada por las autoridades nacionales, con la participación de las autoridades territoriales, atendiendo a las competencias que les atribuyó por la Constitución Política, criterio que acogerá está Sala.

En esa oportunidad, el máximo órgano de la Jurisdicción Constitucional, se pronunció sobre las competencias de las entidades territoriales en materia del suelo y ordenamiento territorial y precisó:

“Para la Sala resultan relevantes los postulados constitucionales en materia de ordenamiento territorial y regulación del suelo, contenidos esencialmente en los artículos 101, 102 y 288 y su desarrollo en las Leyes 388 de 1997 y 1454 de 2011. Allí se ha entendido el ordenamiento territorial como un instrumento de planificación y gestión de las entidades territoriales, que tiene como finalidad lograr una adecuada organización político administrativa del Estado, incentivando el desarrollo institucional, la identidad cultural y el desarrollo económico, social, ambiental y físico. El ordenamiento territorial busca promover la capacidad de descentralización, el traslado de competencias y poder de decisión de los órganos centrales o descentralizados del gobierno en el orden nacional hacia los de nivel territorial, asignándoles recursos para tales efectos
; lo anterior fundado en el pilar de autonomía de las entidades territoriales, como se analizó en acápites precedentes. 

De acuerdo con estas consideraciones, la Ley 1454 de 2011 establece en el artículo 3 los principios del proceso de ordenamiento territorial entre los que incluye el de soberanía y unidad nacional, con la finalidad de que se propicie la integridad territorial, y se fortalezca el Estado Social de Derecho organizado en forma de república unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales. Además, la Ley 1454 instituye también el principio de autonomía territorial indicando que las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses dentro de los límites de la Constitución y la ley. 

Como corolario, la ordenación del suelo implica una importante función de los municipios y los distritos, como entidades más próximas a las comunidades y a la población, que permite que el ordenamiento territorial sea definido por las autoridades públicas locales, en razón del conocimiento y manejo que tienen respecto a las necesidades sociales, económicas ambientales, culturales, entre otras, y con participación de las comunidades. 

(…)

En relación a ello, es de señalar lo dispuesto por la sentencia C-123 de 2014 que señaló: “(…)los contenidos que integran el principio de autonomía territorial no pueden ser entendidos de forma aislada o descontextualizada, por lo que se hace preceptivo que su concreción en casos particulares atienda otros contenidos del sistema constitucional colombiano. Por esta razón, la interpretación de las posibilidades o ámbitos en que se desarrolla la autonomía territorial no puede desconocer que las instituciones, procedimientos y las competencias que la concretan existen y se desarrollan en un Estado que, de acuerdo con el artículo 1 de la Constitución, ha adoptado una forma de organización territorial unitaria, es decir, no puede olvidarse que el colombiano es un Estado unitario en lo relativo al principio de organización territorial”. 

A modo de conclusión y en lo que interesa al presente caso, la Corte Constitucional, concluyó:

“iv) La Constitución Política prevé en sus artículos 80, 332, 334, 360 y 361 la explotación del subsuelo y de RNNR como una actividad permitida y autorizada a desarrollarse en el territorio nacional. Igualmente dispone que el subsuelo y los RNNR son propiedad del Estado en sentido amplio, y la dirección general de la economía está a cargo de éste último, por lo que en tal condición, éste intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales. 

v) La Constitución Política establece en sus artículos 101, 102 y 288 que los municipios, fundados en el principio de autonomía territorial tienen amplias competencias en materia de ordenamiento territorial y respecto al uso del suelo. 

vi) En el territorio convergen actividades, por una parte, de uso del suelo y por otra de explotación del subsuelo, razón por la que en él concurren competencias tanto del nivel nacional como de las entidades territoriales. 

vii) Ni la nación (nivel nacional o central) ni las entidades territoriales tienen competencias absolutas en materia de explotación del subsuelo y de los RNNR; así, las entidades territoriales no cuentan con competencia absoluta sobre los recursos del subsuelo, ni tampoco poder de veto respecto a la realización de actividades para la explotación del subsuelo y de RNNR, de acuerdo con una lectura e interpretación sistemática de la Constitución. 
viii) Para resolver la tensión en las competencias otorgadas a la nación y las entidades territoriales en materia de suelo y subsuelo, debe darse aplicación al artículo 288 constitucional que define los principios de coordinación y concurrencia para estos casos.”
Luego la interpretación hecha por el Tribunal demandado, además de encontrarse razonable, sigue el criterio jurisprudencial de la Corte Constitucional, sobre el deber de coordinación que debe existir entre entidades nacionales y territoriales para la adopción de decisiones relacionadas con la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo.

En el sub lite, no se advierte entonces que el Tribunal Administrativo del Tolima haya adoptado una decisión arbitraria o caprichosa, ni trasgresoras de los derechos fundamentales cuyo amparo aquí se reclama, luego, corresponde a la Sala negar el amparo solicitado. 

En efecto, en el presente caso la demanda de tutela tiene como fin dejar sin efectos una decisión que fue adoptada conforme con los parámetros legales y jurisprudenciales. 
En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA 

1. Negar la acción de tutela interpuesta por la señora Derly Milena González y otros, acorde con lo expuesto en la parte considerativa. 

2. En caso de no ser impugnada la presente providencia, enviar el expediente a la Corte Constitucional para su eventual Revisión. 

3. Notificar a las partes por el medio más expedito posible. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue considerada y aprobada en la sesión de la fecha.

	MILTON CHAVES GARCÍA

Presidente de la Sección
	STELLA JEANNETTE CARVAJAL BASTO


	
	

	
	Ausente con excusa

	JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ
	JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ



� Folios 17.


� Folio 22.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta. Providencia del 21 de mayo del 2014. Expediente Número: 11001-03-15-000-2013-01899-01 (AT). C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez. 


� � HYPERLINK "http://www.concejo-armeroguayabal-tolima.gov.co" �http://www.concejo-armeroguayabal-tolima.gov.co� 


� Ver entre otras, sentencias de 3 de agosto de 2006, Exp. AC-2006-00691, de 26 de junio de 2008, Exp. AC 2008-00539, de 22 de enero de 2009, Exp. AC 2008- 00720-01 y de 5 de marzo de 2009, Exp. AC 2008-01063-01.


�Entre otras, ver sentencias de 28 de enero de 2010 (Exp. AC-2009-00778); de 10 de febrero de 2011 (exp AC-2010-1239) y de 3 de marzo de 2011 (Exp. 2010-01271). 


� Expediente: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Demandante: Alpina Productos Alimenticios S.A. Demandado: Consejo de Estado – Sección Primera.


� Corte Constitucional. Sentencia T-125/2012.


� ARTICULO 288. La ley orgánica de ordenamiento territorial establecerá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales.


Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley.


� ARTICULO 311. Al municipio como entidad fundamental de la división politico<sic>-administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes.


� ARTICULO 313. Corresponde a los concejos:


(…)


7. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda.


� Sentencia T-008 de 1998, reiterada en la sentencia T-636 de 2006.


� Artículo 2. Ley 1454 de 2011.





